STJSL-S.J. – S.D. Nº 052/17.-

---En la Ciudad de San Luis, a catorce días del mes de junio de dos mil diecisiete, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA - y llamadas a integrar las Dras. GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “VALDÉZ JORGE c/ MALDONADO JORGE ALBERTO s/ DESPIDO LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. N° 171107/9.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) Que a fs. 379/380, se presenta el apoderado de la demandada,  Municipalidad de Villa Mercedes, e interpone recurso de casación, fundando el mismo a fs. 382, vía IOL (21/04/16), contra la sentencia definitiva Nº 42 de fecha 05/04/2016 (fs. 371/377), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, que resolvió en el punto I) Confirmar en lo principal la Sentencia definitiva Nº 57, de fs. 328/335 (31/03/15) y en el punto “II) Modificar en la medida en que se acogió el agravio del Actor, en consecuencia la responsabilidad se extiende solidariamente a la Intendencia Municipal Villa Mercedes, por aplicación del Art. 30 LCT. III) Imponer las costas de ambas Instancias solidariamente a JORGE ALBERTO MALDONADO E INTENDENCIA MUNICIPAL DE VILLA MERCEDES. (Art. 111 del CPL y art. 279 del CPC)…”.-
Que conforme lo dispone el art. 287 del CPC y C., como primer agravio alega, que su mandante ha sido traído y abarcado por el resultado de la demanda,  por vía de la solidaridad que prevé el art. 30 de la LCT, que no requiere de mucho análisis, que esta normativa -art 2 - excluye expresamente a los trabajadores Municipales del régimen previsto en ese cuerpo normativo.-
Manifiesta, que esta cuestión tan clara, palpable y evidente, encuadra en la norma procesal que torna procedente el presente recurso, cuando expresa: “… cuando se hubiere aplicado una ley o una norma que no correspondiere o hubiere dejado de aplicarse la que correspondiere…”.- 
Considera, que mal puede aplicársele un régimen legal, del que la Municipalidad está expresamente excluido, pues el régimen laboral de los agentes municipales tiene una normativa específica y los “claros – oscuros”  que pudieron haber, fueron zanjados por este Superior Tribunal, al fijar criterio en la causa Moran de Valchef.-
También refiere que no ha agotado la vía administrativa que prevé el art. 281 del CPC y C.-

En segundo lugar, expresa que la sentencia cuestionada, refiere a interpretaciones, que con pretendidos alcances de analizar conductas de la administración municipal, lo encuadran en una norma legal que además es errónea. Que asimismo la mayoría del Tribunal aplica una norma extraída de donde le era expresamente vedado hacerlo, pues no ha tenido en cuenta que el sistema o modo de contratar, subcontratar o tercerizar actividades por parte de la Municipalidad,  está sujeto, limitado y obligado al cumplimiento de normas de carácter público, por estar interesado el orden público común, cuyos requisitos no se aplican en el sistema de contratación de la actividad privada, en donde el nexo con el empleado es naturalmente distinto.-  
Concluye, que el régimen laboral del empleado público municipal, dista bastante del previsto por la LCT. y que por ello se rige por una normativa distinta. Cita jurisprudencia  y hace reserva del caso federal.- 
2) Que corrido traslado a la contraria, esta contesta vía web, según surge a fs. 384 de autos y asimismo se hace constar que la parte demandada Maldonado Jorge Alberto no ha expresado agravios, habiendo vencido el plazo para hacerlo.-
3) Que a fs. 388/390, obra dictamen del Sr. Procurador General, quien se expide por la procedencia del recurso de casación, por las razones que invoca y que se dan por reproducidas en honor a la brevedad.-
4) Que corresponde en primer término, determinar si se cumplen los requisitos establecidos por ley, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.-
Que, del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo, se ha adjuntado constancia de pago del depósito (fs. 379/380), conforme lo dispuesto por el art. 290 del CPC y C.; siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts.  286 y 289 del CPC y C., debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. a) del CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo:1) Para entrar al análisis de esta cuestión, este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente, que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cual es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado.-
Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues esta ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo”. (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación” 2ª  Edición, p. 213).- STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas  s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).-
Asimismo se debe recalcar, que la fundamentación del recurso por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del CPC y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente, en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada, a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.-
2) Que examinados los hechos, considero procedente el recurso casatorio, compartiendo la conclusión arribada por la Juez de Primera Instancia en su sentencia de fs. 328/335 (31/03/15), la que se ha adecuado a los hechos comprobados y acreditados en la causa.-
Que el art. 2 de la LCT, se refiere al Ámbito de aplicación y prescribe que: “… Las disposiciones de esta ley no serán aplicables: a) A los dependientes de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, excepto que por acto expreso se los incluya en la misma o en el régimen de las convenciones colectivas de trabajo…”.-    

Esta ley excluye su vigencia respecto de las relaciones propias del derecho administrativo laboral, salvo los casos de excepción que expresamente indica. De acuerdo con el carácter de la persona que recibe la prestación (de derecho público o privado), la relación jurídica que se establece entre las partes, se rige por el derecho administrativo o el del trabajo.-

En principio, si el empleador es una administración pública (nacional, provincial o municipal), la relación se regula de acuerdo con las normas del derecho administrativo.-   

De conformidad con lo que establece la norma que analizamos, el personal de la administración pública, puede estar comprendido  dentro del régimen de la LCT, cuando “por acto expreso se los incluya en la misma  o en el régimen de las convenciones colectivas”.- 
  Que el art 30 de la LCT, se refiere por una parte, a la Subcontratación y  Delegación y por la otra a la Solidaridad y estipula que: “… El incumplimiento de alguno de los requisitos hará responsable solidariamente al principal por las obligaciones de los cesionarios, contratistas o subcontratista respecto del personal que ocuparen en la prestación de dichos trabajos o servicios que fueren emergentes  de la relación laboral incluyendo su extinción…”.-   
Que de las constancias de autos y de la prueba rendida, surge la presunción a favor de la veracidad de las afirmaciones del actor, vertidas en su escrito de demanda, en cuanto a la existencia de un contrato de trabajo con el accionado Jorge Alberto Maldonado; pero con relación a la codemandada  Municipalidad de Villa Mercedes, no sucede lo mismo, pues por el art. 2 inc. a) de la LCT está expresamente excluida del presente régimen y no habiendo existido un acto o acción de su parte, para acogerse en forma voluntaria a los términos y alcance de la misma, es que no puede ser alcanzada por una responsabilidad solidaria, que solo es inherente a los sujetos del contrato de trabajo.-
Así resulta, que no siendo de aplicación al caso de marras la Ley de Contrato de Trabajo, conforme lo prescripto por el art. 2 inc. a), no procede por ello, el supuesto contemplado en el art. 30 de la L.C.T.-
Al respecto, la CSJN tiene dicho: “La Administración Pública no es empleadora según el Régimen de Contrato de Trabajo salvo que por acto expreso se incluya a sus dependientes dentro de su ámbito, por lo que mal puede ser alcanzada, entonces, por la responsabilidad solidaria establecida en el art. 30 de la LCT que solo es inherente a esta clase de sujetos abarcados por esa norma, incompatible con el régimen de derecho público”. (de la doctrina de la Corte Suprema sentada en “Mónaco, Nicolás y otros” – Fallos: 308:1591).- 
Que asimismo y tal como lo consideró la Sra. Juez, en la SD Nº 57 (31/03/15), de las constancias y de la prueba rendida en autos, no logró demostrarse que existiera un llamado a licitación, del cual hubiere resultado beneficiario el empleador directo, Sr. Jorge A. Maldonado. Que por otro lado, el actor no curso ninguna intimación, ni reclamo alguno a la codemandada  Municipalidad; ni durante el transcurso de la supuesta  relación laboral; ni luego de finalizada la misma, imputándole responsabilidad solidaria.-

Que también y a tenor del criterio sustentado por este Excmo. S.T.J.S.L. en S.I Nº  412/13 de fecha 15/10/13, se refiere a la sentencia dictada en Moran de Valchef (STJSL – S.J. Nº 23/08) en la cual se estableció, que son competencia del Superior Tribunal, los casos de demandas de empleados, basadas en la relación de empleo público y debían considerarse, por tanto como contencioso administrativo y en virtud de ello, de las constancias de la causa, surge que el actor no ha agotado la vía administrativa, al haberse soslayado el reclamo administrativo previo ante la Municipalidad de Villa Mercedes, criterio éste sustentado en STJSL – S.J. Nº 484/09 “Pérez Julio Cesar c/ Intendencia Municipal De Potrero de los Funes – Medida Preliminar” Expte. Nº 03-P-2008; 30/09/09.-

En dicho fallo (Moran de Valchef),  este Tribunal señaló que: “Respecto de su régimen jurídico, debemos señalar que el derecho de la “función pública” o de los “agentes públicos”, por su especialidad, se inspira en principios que gozan de autonomía y que son distintos de los que gobiernan las relaciones privadas del trabajo (ley de contrato de trabajo) o los contratos civiles (locaciones de servicios, locación de obra, etc.). Esta autonomía deviene de la misma C.N., que en sus arts. 14 bis y 16, por ejemplo, consagra la estabilidad del “empleado público” y define al principio de la igualdad ante la ley en función de la admisibilidad en los “empleos públicos”.- Teniendo en cuenta nuestra organización como país federal, advertimos que estamos en presencia de una materia que las provincias han conservado –no se ha delegado al gobierno nacional-, por lo que podemos decir que el régimen de la función pública es una materia propiamente “local” regida por el derecho administrativo...” (Ismael Farrando (h), Alejandro Perez Hualde y M. Gabriela Abalos, “Manual de Derecho Administrativo”, Editorial Depalma 1996; pág. 348).-
Que a su vez, “Debe tenerse presente que los actos administrativos deben ser previamente cuestionados en sede administrativa, otorgando de este modo al Estado la posibilidad de rectificar su actitud, en mérito a evidentes razones de economía procesal y practicidad. Por lo tanto, el administrado podrá acudir en sede judicial una vez agotada la vía administrativa mediante la promoción de los pertinentes reclamos y recursos” (Cfr. “BOLAÑO C/ DIRECCION GRAL. DE RENTAS”, Suplemento Derecho Administrativo, La Ley del 27-06-97, pág. 53, LL 1997-C-848; D.J. 1997-3-480).-
3) Que a fs. 388/390, el Sr. Procurador General,  se expide por la procedencia del recurso de casación y considera, que le asiste razón al recurrente, toda vez que se encuentran cumplidos los requisitos del art. 287 del CPC y C., habiéndose aplicado erróneamente la Ley de Contrato de Trabajo, esencialmente el art. 30, extendiendo responsabilidad a la codemandada Municipalidad de Villa Mercedes  y que tampoco se ha considerado el art. 2 de la citada Ley, cuyo criterio comparto.- 

4) Como corolario de lo argumentado precedentemente, es razonable concluir, que la solidaridad laboral que prevé el art. 30 de la LCT, no es aplicable a las municipalidades, según lo dispuesto por el art. 2, inc. a) de la citada Ley; no habiéndose probado que el presente caso se encontrara incluido en alguna de las excepciones que prevé la misma, esto es, inclusión por acto expreso o aplicación de convenio colectivo de trabajo.-   
Que en consecuencia, y de acuerdo al dictamen del Procurador General, considero que en el caso bajo estudio, no hay relación de dependencia de la parte actora para con el Municipio de Villa Mercedes, lo cual así fue entendido por el propio trabajador y que por tal motivo, no realizó la intimación al Municipio en su carácter de empleador, no obstante haberlo incluido en su demanda, ya que si así hubiera sido, se regiría por las normas especiales del derecho administrativo y no por las normas en que funda su demanda el actor.-

Que dada la actividad de la Municipalidad, que supone la legitimidad de sus actos, no cabe presumir que incurre en el fraude a la ley que presupone el art. 30 de la LCT, pues como admite Vázquez Vialard, para impedir situaciones de fraude, la ley recurre a veces a mecanismos de protección que fueron concebidos de manera tal que no sea posible su evasión. Que la Municipalidad, en el presente caso, no es “empresa”, “establecimiento” o “empleador”, salvo que por acto expreso se incluya a sus dependientes dentro del ámbito de la LCT (arts. 2° inc. a), 5°, 6° y 26°), por lo tanto no puede ser alcanzada por una responsabilidad solidaria, que solo puede ser inherente a los sujetos del contrato de trabajo.-
Que así, este Alto Cuerpo, ha sostenido en fallo que: “Que en efecto, la solidaridad regulada en el art. 30 de la citada ley, queda sujeta a que se compruebe la contratación de trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento… Que, el principal objetivo de la solidaridad no es otro que evitar el fraude y proteger el crédito laboral… (Cfr. art.  14 bis CN, 59  in fine C. Provincial, 9, 11 y c.c.  de la LCT).”  (Cfr. GIANI  ROMINA CELESTE  c/ JT HOTEL CASABLANCA S.A. y OTROS  s/ LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN”  IURIX Nº 223216/11., STJSL-S.J. – S.D. Nº  165/14, de fecha 19/12/14). 

Por lo dicho, corresponde revocar la sentencia de la Excma. Cámara, en cuanto resolvió en el punto II)  Modificar,  en la medida en que se acogió el agravio del Actor, que la responsabilidad se extiende solidariamente a la Intendencia Municipal Villa Mercedes  por aplicación del Art. 30 LCT y en el punto III) Imponer las costas de ambas Instancias solidariamente a JORGE ALBERTO MALDONADO e INTENDENCIA MUNICIPAL DE VILLA MERCEDES. (Art. 111 del CPL Y Art. 279 del CPC)…”.-
 En razón de lo expuesto, y compartiendo los fundamentos manifestados por la Sra. Juez  a fs. 328/335, se concluye, que le asiste razón al recurrente, pues en autos, se ha aplicado erróneamente el art. 2 inc. a) y art 30 de la Ley de Contrato de Trabajo; que excluye en forma expresa, a los trabajadores municipales, del régimen previsto en dicho cuerpo normativo,  por lo que corresponde revocar la resolución cuestionada,  en los puntos referidos ut supra, confirmando la Sentencia de Primera Instancia N° 57 (31/03/15).-
Por lo tanto y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, VOTO a esta SEGUNDA Y TERCERA  CUESTIÓN POR LA  AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros, Dres. GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) Dada la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde: HACER LUGAR al recurso de casación, interpuesto por  la codemandada Municipalidad de Villa Mercedes y, en consecuencia REVOCAR los puntos II)  y III)  de la Sentencia N° 42 (05/04/16), dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial,  dejando firme la Sentencia de Primera Instancia Nº 57 de fecha 31 de Marzo de 2015. II) Disponer la devolución del depósito, conforme lo prevé el art. 290 del C.P.C. y C. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: Que las costas de esta instancia y las anteriores, sean a cargo de la actora. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación
San Luis, catorce de junio de dos mil diecisiete.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por  la codemandada Municipalidad de Villa Mercedes y, en consecuencia, REVOCAR el punto II)  y III)  de la Sentencia N° 42 (05/04/16), dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial,  dejando firme la Sentencia de Primera Instancia Nº 57 de fecha 31 de Marzo de 2015.
II) Disponer la devolución del depósito, conforme lo prevé el art. 290 del CPC y C.

III) Costas de esta instancia y las anteriores a la actora.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO, por encontrarse excusada.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI  y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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